Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.-Pasamos a considerar el cuarto punto del Orden del Día: «Comercialización de 
carne bovina. Se deroga la Ley N* 17.995, de 24 de julio de 2006. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Carpeta N* 1513/2014. Distribuido N* 2727/2014». 


Consulto a los señores Senadores si estamos en condiciones de tratar este tema en el día de 
hoy. El proyecto de ley es muy breve. 


SEÑOR ABREU.- ¿Tenemos alguna información o solicitud de la Comisión a este respecto? 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, esta es la primera vez que la Comisión trata este tema. 


SEÑOR ABREU.- Entonces, pienso que primero deberíamos recabar la información pertinente. Este 
tema, más allá de que pueda tener un efecto directo, está vinculado a muchas de las observaciones y 
preocupaciones que existen respecto a la cadena de la carne. Además de los aspectos tributarios que 
se involucran, creo que sería bueno que conociéramos la opinión de los representantes gremiales -la 
Federación Rural y la Asociación Rural del Uruguay- e, incluso, la del propio INAC, porque si 
analizamos aisladamente el tema quizás no lleguemos a comprender todas las repercusiones y 
ramificaciones que podría tener en el ámbito de la comercialización de carne bovina. Hay algunos 
nuevos temas en materia de comercialización interna -de las cadenas de comercialización- y pienso 
que debemos considerar este proyecto de ley no solo desde el punto de vista de la tributación sino, 
sobre todo, en cuanto a los precios que se están manifestando en la cadena cárnica y, en particular, en 
la relación entre el productor y los frigoríficos. 


Reitero que creo que sería bueno poder analizar con un poco más de profundidad este tema y, 
en este caso, invitar, por ejemplo, a la Federación Rural o a la Asociación Rural y al INAC para que nos 
hagan saber su posición a este respecto. 


SEÑOR AMORÍN.- En la exposición de motivos se explica que en el año 2006 la tasa del IVA 
correspondiente, entre otras cosas, a la enajenación e importación de carne bovina, bajó del 14% al 
10%. Además, se exoneró del Cofis. 


La exposición de motivos argumenta: «Esta reducción de la carga tributaria incluida en el 
precio de los productos cárnicos, estuvo determinada por el incremento del precio internacional de la 
carne vacuna y su consiguiente incidencia negativa en la inflación». 


En realidad, el motivo no fue que los precios estuvieran más bajos para la población, sino 
que el índice de inflación bajara al descender el precio de la carne. Está claro que aparentemente esta 
ley hacía que el precio de la carne fuera más bajo. 


Hay una medida que nosotros no terminamos de entender porque queremos ver cuál es el 
efecto que tendrá en el precio final de la carne, que tiene que ver con la derogación de esta ley, que 
redujo el IVA del 14% al 10%. 


Creo que nos tienen que explicar qué pasará, cuánto se pagará y qué efectos tendrá en el 
precio final. Nos parece que eso es esencial para saber si podemos acompañarlo con nuestro voto. 


Esto es muy poco y tendría que venir alguien del Ministerio a dar explicaciones sobre el tema 
O alguien que entienda sobre la cadena cárnica, que represente por ejemplo a los frigoríficos para que 
nos diga, desde su punto de vista, cuál será el efecto que tendrá esta exoneración en el precio final de 
la carne. 


SEÑOR RUBIO.- Me parece que este es un tema de gran sensibilidad y que de alguna manera está 
planteada una pulseada muy importante entre los primeros eslabones de la cadena y la industria 
Además, hay otros factores que intervienen como los problemas relativos a la inflación y demás. 


Creo que sería conveniente que el Presidente concertara la concurrencia del Ministerio de 
Economía y Finanzas y del INAC, y en el mismo día de las gremiales. De esa manera, podremos 
formarnos opinión sobre un proyecto de ley que es sencillo en cuanto al número de artículos y demás, 
y luego estaremos en condiciones de escuchar a los invitados, votarlo y elevarlo al Plenario. 
Tendríamos que hacer todo en un solo acto. 


SEÑOR ABREU.- En la misma línea de lo planteado por el señor Senador Rubio, quiero agregar que 
hubo un tema altamente discutido en relación con la devolución de impuestos de las exportaciones de 
carne. En su momento, cuando se modificó el régimen, el sector cárnico tuvo enormes observaciones 
sobre este tema, sobre todo por el cálculo que se hacía en cuanto a lo que correspondía o no en la 
devolución de impuestos y en el porcentaje. Si mal no recuerdo, la propia Asociación y los productores 
habían encargado un importantísimo estudio -o por lo menos un profundo análisis- sobre la disociación 
de la cadena cárnica y los porcentajes que afectaban en la devolución de impuestos. En la última parte 
de la exposición de motivos, precisamente se expresa: «Se entiende que corresponde establecer las 
condiciones generales de exigibilidad a los créditos asociados a la devolución de tributos de las 
exportaciones de carne bovina y menudencias de la misma especie». 


Es un tema muy importante porque el régimen de devolución de impuestos tradicional ha sido 
modificado sustancialmente en la Administración anterior. Tuvimos discrepancias en este tema. 
Además, es un régimen que en momentos de pérdida de competitividad en muchos aspectos, facilita 
enormemente la viabilidad de muchas empresas en sus exportaciones. 


Quizás alguien del Ministerio de Economía y Finanzas que se ocupe del tema de la 
devolución de impuestos podría asistir a la Comisión. 


Es más -disculpen los señores Senadores que vuelva atrás-, recuerdo que cuando se eliminó 
y se modificó el sistema de devolución de impuestos, se distribuyeron sumas muy importantes y 
cientos de millones de dólares quedaron en las arcas del Ministerio de Economía y Finanzas 
orientadas, más que a facilitar la actividad de las empresas, a fomentar créditos y respaldo a 
determinados incentivos de creación de empresas y todo lo demás. 


Esto es muy importante porque la devolución de impuestos, los reintegros y todos los 
incentivos son parte de una realidad no solo nacional sino también regional. Brasil acaba de aprobar un 
paquete enorme sobre incentivos a las exportaciones y a la industria, habida cuenta de su pérdida de 
competitividad y su falta de presencia en el Producto Bruto frente al avance sostenido y, diríamos, casi 
indetenible del ámbito de los servicios respecto de la composición del Producto. Para nosotros este 
tema de la carne es muy importante, pero también lo es el régimen en el que se pueda analizar, con los 
impuestos, con los tributos e inclusive con los temas no transables -como dicen los economistas- que 
se incluyen en el proceso productivo, cuál es el grado de competitividad que puede mantenerse dentro 
de la industria frigorífica, sobre todo de la producción bovina y las menudencias de la misma especie. 
Este es un tema más sistémico que puntual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con todas las intervenciones ha quedado claro que, si bien es un 
proyecto de ley sencillo en cuanto a su texto -apenas tres renglones-, sus implicancias en la economía 
y fundamentalmente en la cadena cárnica son de gran dimensión. 


En base a lo solicitado, dado que la iniciativa fue remitida por los Ministerios de Economía y 
Finanzas, Industria, Energía y Minería, y el de Ganadería, Agricultura y Pesca, deberíamos citar a los 
tres, a INAC y a las gremiales, Federación Rural y Asociación Rural del Uruguay, para que opinen, si 
tienen algo para decir; en caso contrario, no tendrían por qué concurrir. Si les parece bien, 
coordinaríamos las audiencias para la próxima semana. 


Se pasa a considerar el quinto punto del Orden del Día: «Fortalecimiento del Control y 
Gestión Públicos. Normas. Proyecto de ley con exposición de motivos del señor Senador Sergio Abreu. 
Carpeta N* 1087/2012.Distribuido N* 1853/2012». 


SEÑOR ABREU.- Los señores Senadores ya saben cuál fue el motivo que determinó la presentación 
de esta iniciativa, que es lo que a veces se ha denominado el Estado paralelo: la proliferación de 
personas públicas no estatales y, sobre todo, de personas de derecho privado en el ámbito de las 
empresas públicas que en este momento están fuera del control del Tribunal de Cuentas. Como es de 
conocimiento público, su constitución fue modificada y responde a una nueva realidad política. De 
acuerdo con las informaciones primarias que manejamos, hablamos de cerca de cincuenta empresas 
de derecho privado que manejan recursos de los ciudadanos -ya sean tarifas o todo lo que pueda 
hacer el contribuyente- y ni siquiera se las controla en lo que hace a la adjudicación de obras o a las 
licitaciones. 


El ejemplo más claro -más allá de los temas puntuales sobre los que no voy a incursionar- lo 
constituye esta observación a la planta de etanol de ALUR, donde hay distintas visiones. Lo cierto es 
que cuando se trata de una obra de Derecho privado no requiere control del Tribunal de Cuentas, que 
es un control con posterioridad, pero de legalidad. Generalmente no tiene efecto suspensivo y todos 
sabemos que en el Parlamento hay miles de observaciones del Tribunal de Cuentas que están a 
disposición de la Asamblea General, pero también es cierto que hay miles de observaciones que 
deberían estar y no están, por lo que al menos debería buscarse una mayor efectividad en el Tribunal 
de Cuentas para que pueda hacer controles adecuados y garantizar la transparencia en el manejo de 
enormes recursos. Digo esto porque, cualquiera sea el Gobierno, estas cosas facilitan la falta de 
transparencia y, más allá de las buenas intenciones, siempre se termina en problemas y discusiones 
sobre aquellos puntos en los que el Tribunal de Cuentas debería participar por un tema de legalidad. 


Entiendo que este proyecto de ley no está redactado a la ligera; hemos trabajado con la 
Cátedra de Derecho Administrativo, en particular con alguna contribución al culto hecha por quien 
habla, y también con el doctor Carlos Delpiazzo, quien tiene una versación importante en este tema y 
ha tratado de encontrar algún elemento adicional que pudiera fortalecer las observaciones de este 
órgano. Si el Tribunal de Cuentas observa un acto, se reitera el gasto y se permite que se siga, la 
observación llega al Parlamento y queda durmiendo el sueño de los justos o de los injustos y después 
surgen todas las dificultades que podemos ver. Hemos tratado de incorporar algún artículo que no solo 
tenga constitucionalidad, sino que pueda ser coherente con las disposiciones de la Carta Magna. 


El artículo 3% expresa: «Cuando el Tribunal de Cuentas constate que cualquier ordenador de 
gastos y pagos mantiene una conducta reiteradamente observada en el manejo de fondos públicos, 
dará cuenta a la Junta de Transparencia y Ética Pública a fin de que ésta examine su actuación y 
disponga o sugiera a quien corresponda las sanciones que puedan proceder en el orden político, 
disciplinario, civil o penal». 


Hay otros sistemas sobre la integración de los entes autónomos que es una visión política. 
Siempre he sostenido que los entes autónomos deberían tener el mínimo de integrantes -entiendo que 
cinco es mucho y que tres podría ser lo más adecuado más allá de la participación de las minorías-, 
pero los que tenemos alguna experiencia sabemos que los entes autónomos o los servicios 
descentralizados tienen lo que con tanta graficidad describía en su momento el escribano Dardo Ortiz, 
quien hablaba del efecto «camiseta», es decir que después de quince días de que un Director de un 
ente autónomo se instaló en el Directorio es difícil que cambie de opinión e, incluso, a veces discute 
hasta con el representante del Poder Ejecutivo y con el propio Poder Ejecutivo la visión que tiene del 
rol del ente autónomo. Hemos vivido este tema y por eso podemos citar una cantidad de anécdotas. 
Por ejemplo, una muy importante es que el señor Ministro de Industria, Energía y Minería no tiene 
facultades para que UTE le diga cuáles son los distintos grados de costos que tienen las unidades de 
generación, distribución y trasmisión. Cuando se solicita dicha información la respuesta es: «No la 
tenemos» o «No la vamos a dar porque simplemente nos amparamos en la Carta Orgánica, el Estatuto 
O lo que fuere» . En alguna oportunidad lo han solicitado -también lo han hecho otros Ministros- y han 
fracasado con total éxito -como dijo el ex Ministro de Defensa Nacional- en esta empresa de tener una 
información adecuada y trasparente nada menos que de los costos de UTE. Digo esto porque todos 
vemos el número de sociedades que se van creando. En algunos Entes Autónomos se cuestiona hasta 
la violación del principio de la especificidad; se ingresa en actividades que a veces no tienen relación 
directa ni indirecta con la naturaleza del Ente, y esas acciones o emprendimientos de carácter 
económico ni siquiera están sujetos a un control de legalidad del Tribunal de Cuentas porque se ha 
privatizado el sistema. En realidad, se ha puesto bajo el Derecho Privado una cantidad de sociedades 
integradas con jerarcas públicos, pero eso es una privatización en el sentido de sustraerle al control 


público lo que necesita y, sobre todo a la población, que precisa saber adónde va su dinero y sobre qué 
normas y cauces jurídicos y constitucionales se realizan este tipo de emprendimientos, más allá de que 
puedan comprenderse o no. Pongo ejemplos, sin querer polemizar. El Antel Arena es un tema que ha 
sido cuestionado por la especificidad; hay informaciones distintas, como por ejemplo, la del Tribunal de 
Cuentas. Entonces, no se trata simplemente de decir que vamos a hacer un control que agregue un 
elemento burocrático más. Hay una desviación de una cantidad de sociedades anónimas. Puedo 
asegurar que en Ancap, por ejemplo, no bajan de 18 o 19 y están cerca de 20, agregándolas al resto 
de las otras que se van creando. 


Sería muy importante que pudiéramos manejar este tema con la debida rigurosidad jurídica 
para que después, en el ámbito de la relación política no se disparen enfrentamientos innecesarios por 
falta de información. No sé si me explico. Esto es una contribución a la civilizada convivencia y armonía 
entre los Entes Autónomos, las mayorías, las minorías, los órganos de contralor, los constitucionales y, 
sobre todo, los temas de legalidad. Además, ya sabemos que como hay órganos independientes, como 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o la propia Suprema Corte de Justicia, algunos temas 
pueden derivar después en consecuencias no queridas ni siquiera por los propios autores. Entonces, 
reitero: me gustaría buscar una manera de canalizar en forma ordenada este manejo y rescatar, para la 
transparencia y la responsabilidad, la administración de fondos en los Entes Autónomos, que han 
constituido innumerables sociedades de Derecho Privado o personas públicas no estatales que están 
fuera de ese control y que ya empiezan a emitir señales que pueden afectar la credibilidad del 
funcionamiento de todo el sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Este proyecto fue presentado en el mes de diciembre de 2012 y, en honor a la 
verdad, debo decir que no lo hemos considerado en nuestra bancada en términos específicos. 


Asimismo, señalo, destaco y felicito al señor Senador Abreu -como parlamentario de un 
Partido minoritario, que no es Gobierno y, por lo tanto, está sujeto a los avatares de las mayorías 
políticas- por haber tenido la iniciativa de tomarse el trabajo de estudiar este tema tan en profundidad y 
realizar consultas a destacados especialistas en la materia, según surge de su propia exposición. 
Ahora bien; estamos a 3 de julio y nos restan dos meses y medio de período ordinario, lo cual puede 
tener una ventaja y una desventaja. La desventaja es que difícilmente el proyecto logre reunir los 
acuerdos y las mayorías necesarios en el período legislativo ordinario que corre en este año electoral. 
Es cierto que había sido presentado hacía tiempo, en un momento en que no estaba pensado que el 
tema se abordara en la Comisión en estas circunstancias. En fin, se me acota por Secretaría que en el 
presente año fue considerado al menos en dos oportunidades. 


SEÑOR ABREU.- Seguramente se abordó su consideración, señor Presidente, pero quien habla no 
estaba presente. Y por esas razones misteriosas de la vida política, pasó a archivo, pero ahora 
revivimos nuestra inquietud y queremos que vuelva a la latencia legislativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me informa Secretaría que no es que haya pasado a archivo, sino que no se 
continuó con su tratamiento, que no es lo mismo. 


Por cierto, el tema es motivo de preocupación de mucha gente: parlamentarios, técnicos, 
especialistas, periodistas y prensa especialista, es decir que los escenarios en los que surge su 
discusión son variados. 


Creo que si hay un asunto en el que todo el sistema político tendría que ponerse de acuerdo, 
es el de esta situación absolutamente anormal de que los proyectos remitidos por el Tribunal de 
Cuentas pasen a alguna oficina del Poder Legislativo -donde debe haber pilas y pilas de proyectos-, y 
no sean considerados, reiterándose el gasto al Tribunal de Cuentas, con lo que prácticamente tiene el 
aval para realizar el gasto. Creo que esto no solo es fuente de una irregularidad notoria en el 
funcionamiento del Estado sino que, además, puede generar bolsones de corrupción, aunque no sé si 
este término sería el adecuado. 


SEÑOR ABREU.- Podríamos decir «falta de transparencia», señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente; esa es la expresión correcta: falta de transparencia en las 
intenciones y motivos en base a los cuales se procede como se lo hace actualmente. 


En consecuencia, no tengo la menor duda de que si este proyecto de ley -con las variantes 
que se le puedan hacer- llegara a reunir mayorías, requeriría de una reforma constitucional. 


SEÑOR ABREU.- Ha sido pensado de tal manera que no la requiera, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso facilita las cosas. 


En definitiva, sería partidario de que el proyecto de ley continuara en el Orden del Día, pero 
dado que tenemos temas de mucha urgencia, como el Código Aduanero y las zonas francas, quizás 
sería adecuado crear una subcomisión para considerarlo especificamente. En ese ámbito podríamos 
recibir a los especialistas que quisieran opinar, sin perjuicio de las consideraciones -muy autorizadas- 
que pudiera hacer el señor Senador Abreu. 


Dejo hecho este comentario y asentada mi posición en el sentido de que sería conveniente 
crear una subcomisión, sin que ello se interprete como que abordar un proyecto de ley de esta 
naturaleza -que, sin duda, es importante- sea absolutamente decisivo a dos meses y medio de la 
finalización del actual período ordinario. En todo caso, la idea es avanzar todo lo que sea posible. 


Insisto: tal como se lo he planteado al señor Senador Abreu, este es un tema en el que todos 
los partidos políticos deberíamos demostrar sensibilidad porque en cualquiera de las variantes, si algo 
llegara a acordarse, sería aplicado en el próximo período legislativo. De las manifestaciones del señor 
Senador Abreu creo interpretar que, en principio, no está descalificando nada de lo que se ha hecho, 
sino que apunta a que de aquí en adelante todo se haga con un mayor control, con mayor trasparencia. 
Esta es una referencia que vale para todos los partidos políticos. No lo veo como una censura a 
alguien; si el señor Senador Amorín, con su sonrisa socarrona, interpreta que mis palabras van en ese 
sentido, le advierto que no es esa mi intención. Por el contrario, soy una persona que puedo 
perfectamente orillar los temas, pero manejando los matices y sabiendo hasta dónde llego, siendo 
consciente de que no debo pasar más allá de los límites que requieren el buen trato. 


SEÑOR AMORÍN.- Por supuesto que no asumí que hubiera intención alguna en las palabras del señor 
Presidente, pues lo conozco bien y sé de su calidad humana. Además, en este tema estamos todos de 
acuerdo. Es algo importante y que trae transparencia. El control sobre lo que se hace con los dineros 
del Estado siempre trae transparencia. 


Si todos -incluyendo a la fuerza política del señor Presidente- estamos de acuerdo con este 
proyecto de ley, nosotros estamos en condiciones de avanzar rápidamente en su tratamiento. Ahora 
bien; como la bancada del Frente Amplio aún no se ha reunido para analizarlo, mi sugerencia es que 
para la próxima sesión de la Comisión venga con una posición tomada, a fin de poder avanzar en el 
tema. Si estamos dispuestos, avancemos y acordemos. Si hay algún inconveniente, que se explique 
cuál es y esperaremos. Me parece que tenemos que actuar así para ir sacando rápidamente temas de 
arriba de la mesa. 


SEÑOR ABREU.- Estamos trabajando -y voy a mencionar dos expresiones gráficas que hemos 
escuchado en más de una campaña electoral-, no digo «por lo positivo» pero sí «sobre lo 
constructivo». Si no empezamos a ocuparnos de este tema en forma adecuada pueden llegar a 
generarse, inclusive, enfrentamientos muy fuertes en la campaña electoral. Preferiría que en vez de 
solicitar pedidos de informes, esto y lo otro, pudiéramos trabajar legislativamente sobre cuál es la 
situación actual de los montos y de las sociedades que están funcionando. Esta no es una Comisión 
Investigadora, pero perfectamente podría venir la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y decir: 
«Miren: en el ámbito de tal empresa, hay tantas sociedades; los funcionarios involucrados son estos; 
los presupuestos son estos». No hay que analizar el proyecto, sino darle determinada transparencia 
para que después no llegue a ganar la sospecha. A veces en el entusiasmo de una campaña empieza 
a funcionar más el índice que la cabeza. Con esto estoy tratando de empezar a reflexionar sobre el 
tema. 


Todos sabemos que esto tiene historia. Los propios señores Senadores Rubio -quien hoy no 
está presente- y Fernández Huidobro son autores de un libro -que he releído mucho- sobre Ancap y las 
sociedades que tenía, como por ejemplo, Carboclor. A mí me gustaría que no se volviera a escribir un 
libro como ese, o que ese u otro libro de naturaleza distinta pudieran utilizarse, pero con otras 
intenciones, en una campaña política. Lo que tenemos que buscar es el máximo de seriedad y 
transparencia, no estar haciendo suposiciones. A veces la falta de información nos lleva a hacer 
insinuaciones o juicios previos que quizá la realidad pueda desmentir absolutamente. 


Perfectamente podemos crear una subcomisión. No hay ningún problema en esperar a que 
se venga con una posición tomada, así como tampoco en pedirle a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto que concurra. El propio Tribunal de Cuentas en algún momento tendrá que hacer su 
terapia, exponiendo sus problemas y dificultades y explicando qué le pasa técnicamente. Queremos 
que eso sea un método de trabajo y no simplemente buscar aristas políticas puntuales en un año 
electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de esta fructífera sesión en la cual hemos recibido a varias 
delegaciones, propongo que en la próxima reunión consideremos el proyecto de ley relativo al ajuste 
del régimen de exoneraciones del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, para lo cual 
recibiremos al Ministerio de Transporte y Obras Públicas; en cuanto al proyecto de ley de sociedades 
anónimas trataremos lo planteado por el Colegio de Abogados; y con respecto al proyecto de 
comercialización de la carne bovina recibiremos a las delegaciones que ya hemos acordado. Por 
último, incluimos en el Orden del Día el proyecto del señor Senador Abreu para ver cómo lo 
abordamos. 


SEÑOR ABREU.- Quiero agregar que el Código Aduanero del Mercosur y el proyecto de Código 
Aduanero que estamos analizando tienen una enorme vinculación. Pido disculpas por no haber llegado 
a tiempo pero de donde vine -que no es muy lejos- y por las reuniones que mantuve con 
autoridades del Gobierno argentino, puedo asegurar que este tema lo tenemos que analizar con mayor 
profundidad. Tanto el Código Aduanero como los puertos libres están en el corazón del futuro del país, 
sobre todo por las disposiciones y normas que se están aprobando del lado argentino. Incluso, esto 
tiene que ver con la reserva de cargas, que es un aspecto muy importante en esta materia. 


Recuerdo que la única vez que tuvimos la suerte de que el Vicepresidente bajara al Plenario 
fue para decir que el Código Aduanero del Mercosur se iba a analizar en profundidad -pidió la palabra 
especialmente para decirlo- en función de las preocupaciones que veníamos manifestando. Estas 
normas -la Ley de Puertos, la de Zonas Francas, el Código Aduanero del Mercosur y el Código 
Aduanero del Uruguay- tienen elementos muy delicados que hacen al manejo de la mercadería y de 
los puertos libres, así como del régimen de origen, que parece algo esotérico, pero que es muy 
importante para poder habilitar nuestro acceso al mercado externo. Tenemos que abordar todos estos 
asuntos en forma muy detallada para no meter la pata -por decirlo de alguna manera- y para no 
aprobar normas que sean un retroceso para el futuro de nuestros puertos y un desconocimiento de 
algunas líneas que se vienen tomando, en particular, por algunos funcionarios argentinos, que actúan 
en forma aislada pero que están directamente orientados a perjudicar nuestros puertos y el trabajo que 
allí se desarrolla. Antes de ayer se llamó a licitación el Canal Magdalena. ¿Qué quiere decir esto? Que 
Argentina ha decidido que el Canal Punta Indio se desactive. A nosotros esto también nos va a afectar 
porque el Canal Punta Indio nos da la posibilidad de que nuestro puerto pueda prestar servicios. El 
Canal Punta Indio, que tiene unos cien kilómetros, fue construido por Argentina. Entonces, como la 
CARP dice que el que construye administra, lo administra y mantiene la Argentina. Si este país dice 
que va a construir otro canal, tenemos que ver qué sucedió hasta ahora y qué autorización se le dio en 
el ámbito de la CARP para realizar esa obra. Ese canal -que está a 15 kilómetros de la costa argentina, 
tiene 53 kilómetros de largo y 200 metros de ancho- permitirá que ingresen todos estos barcos, que no 
veremos nunca más. Lo propio sucederá con todos los servicios que se presten desde acá, entre otros 
el de los prácticos argentinos, que residen acá e incluso tienen su vivienda y les damos la posibilidad 
de prestar sus servicios a lo que eventualmente era o dejará de ser el Canal Punta Indio. Esta es una 
medida que se suma a las demás. Sin mirarlo en términos trágicos ni de tendencia que se transforme 
en destino, debemos analizar esa situación a la luz de los hechos porque hoy vemos que el río, los 
puertos de Nueva Palmira y de Montevideo, y la Hidrovía son enemigos de algún funcionario, de algún 
grupo o de algún sindicato. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decirle al señor Senador Abreu que el tema que ha planteado genera 
máxima preocupación. En lo posible, intentamos seguir la evolución de estos hechos; ya hemos tenido 
conocimiento del nuevo canal que quieren construir, lo que naturalmente cambiaría mucho todo lo que 
tiene que ver con la gestión uruguaya. En el día de ayer un diario publicó información bastante 
detallada a este respecto y ese fue el primer contacto que tuvimos con el tema; evidentemente, lo 
leímos con preocupación y alarma. 


Me gustaría agregar que antes de que el señor Senador llegara -ya explicó las razones de su 
demora, que son absolutamente atendibles- y a fin de analizar algunos aspectos relativos al Código 
Aduanero de la República Oriental del Uruguay, la Comisión recibió a dos delegaciones: la Asociación 
Uruguaya de Empresas de Servicio Expreso, Audese, y la Cámara Autotransporte Terrestre 
Internacional del Uruguay, Catidu. Vinieron destacados miembros de estas agrupaciones como, por 
ejemplo, el doctor Labandera, un especialista en el tema, quien realizó una exposición muy minuciosa. 


Por su parte, el tema del puerto libre fue especialmente mencionado, incluso con un lenguaje 
cuidado, pero se dejó claro que entre el Código Aduanero del Mercosur y el de la República Oriental 
del Uruguay hay diferencias sensibles, por lo que se apuesta a mantener la legislación y las normas 
vigentes de nuestro país. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 25 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


